El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
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Sentencia  – 10 de julio de 2017 – Apelación – No se probó unión
Proceso: 



Unión Marital de Hecho 

Radicación Nro. :
  

66001-31-10-003-2015-00599-01
Demandante:


Diana María Jiménez Hernández.

Demandado:


Adriana Ossa Jaramillo y herederos indeterminados de  Armando Ossa Sosa
Magistrado Sustanciador:  

Claudia María Arcila Ríos

Temas: 



UNIÓN MARITAL DE HECHO – NO SE PROBÓ RELACIÓN DE NATURALEZA MARITAL – ELEMENTO SUBJETIVO – ANÁLISIS PROBATORIO - NIEGA - CONFIRMA – “Como al sustentar el recurso hizo referencia el apoderado de la actora al género, a la diferencia de edades y a la capacidad económica, como conceptos de discriminación respecto de la mujer, entiende la Sala, porque no lo dijo así de manera expresa el recurrente, quien al parecer se refería a jurisprudencia respecto de la cual no hizo cita alguna que permitiera identificarla, se considera necesario precisar  que en este caso no se alegó y tampoco se demostró que hubiesen sido relaciones de poder de Armando hacia Diana las que hayan impedido obtener la prueba sobre la existencia de la unión marital de hecho. Y aunque no se desconoce en esta providencia que entre ellos existió una relación amorosa y que Diana desempeñó labores propias de una ama de casa, también se acreditó que no vivieron juntos de manera permanente, como lo expuso la misma señora en los hechos de la demanda; con su propia confesión se demostró que vivió en lugares diferentes a la vivienda de quien dice era su compañero; aceptó ser soltera y sin unión marital de hecho; ser su empleada y recibir el pago de salarios y prestaciones, todo lo cual impide construir un pronunciamiento judicial con perspectiva de género, pues lo que resultó del análisis de las pruebas recogidas es que la actora no tiene el derecho que reclama y por ende, no se ha desconocido su derecho a la igualdad, consagrado como fundamental en el artículo 13 de la Constitución Nacional, ni alguna otra norma de naturaleza internacional que establezca la prohibición de discriminar en razón del género.
(…)
Los videos que obran en un disco compacto, antes del folio 44, sin número que lo distinga, no resultan documentos idóneos para acreditar lo que es menester en esta causa, pues las imágenes que contienen, en su mayoría, son de ganado vacuno y aparecen de manera esporádica algunos individuos, que desconoce la Sala quiénes son. Solo en uno se observan una serie de personas, pero ninguna capta a pareja alguna que permita inferir que sean marido y mujer o por lo menos que sostengan una relación amorosa; además, se desconoce quiénes son las que allí aparecen, las fechas y el lugar donde se captaron las escenas. Lo mismo puede decirse de las fotografías que obran a folio 42. 

(…)Las facturas sobre compras varias realizadas por la actora y que obran a folio 33 del cuaderno No. 1, no se consideran documentos aptos para demostrar la existencia de la unión marital de hecho por el solo hecho de que en la mayoría de ellas se señale como su dirección la calle  7 No. 15-27 de Pereira, lugar en el que se expresó vivía la citada señora con Armando Ossa Sosa, pues la mayoría corresponden al mes de octubre de 2008, época para la cual reconoció la demandada sostenían un noviazgo; otra es del mes de octubre de 2010 y la última de aquel primer mes, pero se señala como su dirección la  calle 10 7-45.
(…)
Respecto a la valoración que hizo el juzgado de unas grabaciones, sobre las conversaciones que tuvieron demandante y demandada vía whatsApp y que utilizó la última como fundamento de sus argumentos de defensa, la que no pude apreciarse porque se obtuvo con violación al derecho a la intimidad que como derecho fundamental consagra el artículo 15 de la Constitución Nacional y por ende, es nula de pleno derecho de acuerdo con el artículo 29 de la misma obra y los artículos 14, 164 y 168 del CGP. Al respecto, dijo la Corte Constitucional en sentencia T-233 de 2007
(…)
Como ya se había anunciado, la prueba de que se trata se adujo al proceso con violación del derecho fundamental a la intimidad de que es titular la demandante, pues no se demostró que esta hubiese autorizado su grabación para luego ser arrimada como medio probatorio a este proceso o que para hacerlo se haya obtenido autorización de autoridad competente. 

Aunque la referida prueba fue valorada por el funcionario de primera sede, el hecho de que en esta no se haga, tampoco resulta suficiente para variar la decisión que se revisa, pues de acuerdo con los argumentos que hasta aquí se han expuesto, no se demostró la existencia de la unión.
(…)
De lo expuesto a lo largo de esta providencia, puede entonces concluirse que demostrado está que Diana María Jiménez Hernández  y Armando Ossa Sosa tuvieron una relación de noviazgo entre 2007 y 2008; que la primera colaboró al segundo en las labores del hogar y que lo acompañó a la clínica en mayo de 2015, pero las pruebas recogidas, analizadas individualmente y en su conjunto, impiden considerar probado que entre ellos hubiese existido una relación de naturaleza marital en la forma como lo explica la sentencia de la Corte de la que al inicio de esta audiencia se leyeron algunos apartes, pues no se acreditó el elemento subjetivo que exige una relación de tal naturaleza, la existencia de un vínculo con todas las apariencias de matrimonio que evidencie la entrega común de cuerpos y alma, la intención de formar un hogar.
Juzgado Tercero de Familia de Pereira
Proceso: unión marital de hecho
Demandante: Diana María Jiménez Hernández
Apoderado demandante: Víctor Félix Vargas Valderrama
Demandados: Adriana Ossa Jaramillo y herederos indeterminados de  Armando Ossa Sosa

Apoderado demandada: Jorge Uriel Cardona Betancur
Curador ad-litem: Helmer Ocampo Lozano

Radicación 66001-31-10-003-2015-00599-01

Proyecto registrado el 9 de junio de 2017
Aprobado por acta No. …………….… de 2017
Fecha audiencia para leer el fallo:    Julio 10 de 2017, 2pm
RESUMEN DEMANDA PRESENTADA EL 12 DE AGOSTO DE 2015  (folios 44 a 53, cuaderno No. 1) Se fundamentaron las pretensiones para obtener la declaratoria de unión marital de hecho y de sociedad patrimonial en la circunstancia de que Armando Ossa Sosa y Diana María Jiménez Hernández se conocieron en 2005, comenzaron una relación de amistad hasta cuando se vincularon sentimentalmente en el año 2006; cuatro meses después, la demandante empezó a quedarse en la finca “Paso Ancho” de propiedad del citado señor, en el municipio de La Victoria, Valle, y él se quedaba hasta tarde en la residencia de aquella, ubicada en la calle 10 No.  7-45 de Pereira, propiedad de su hermana Claudia Milena Jiménez; en el año 2007, por inconvenientes entre esta y la actora, se trasladó a vivir a la referida finca, con el señor Armando. En el año 2011, Diana empezó a estudiar en la Universidad Libre y se vino a vivir en el inmueble ubicado en la carrera 7ª No. 9-48, donde se quedaba con su hijo Daniel Alexander Correa Jiménez de miércoles a viernes; los días domingo, lunes y martes permanecía en la casa de su compañero, ubicada en la calle 7 No. 15-27 de Pereira. Entre ellos existió una comunidad de vida permanente y singular, como quiera que vivieron bajo el mismo techo y esa relación tuvo el carácter de pública entre amigos y vecinos; se prolongó por más de dos años y se cumplen los fines perseguidos por la unión como la ayuda mutua; la sociedad patrimonial que surgió, se conservó con el trabajo, ayuda y socorro mutuos y se tradujo en que Armando le daba a Diana una plata semanal para el transporte  y la alimentación de ella y su hijo, atendiera sus necesidades básicas y los gastos domésticos; la citada señora desarrollaba las labores propias de una ama de casa, tanto en el sitio donde compartía habitación con Armando como en la finca de propiedad del mismo señor, donde también pernoctaban, allí trabajaba en la siembra del leuceana para el ganado, arreglaba los jardines, los árboles, bañaba el ganado, lo negociaba, realizaba todas las labores agropecuarias, pagaba trabajadores; les consignaba cuando Armando enfermó y lo hizo por dos ocasiones, después de su fallecimiento; en síntesis, tenía la dirección de la finca cuando el compañero no estaba, en caso contrario lo hacían los dos. Un local de propiedad del mismo señor, que estuvo desocupado, lo organizó y luego lo arrendó.
En el mes de noviembre  de 2014, Armando empezó a sufrir dolores que lo obligaron a visitar al médico; a finales de febrero de 2015 y después de unos exámenes le diagnosticaron cáncer rectal; por tal razón, Adriana Ossa Jaramillo, hija del citado señor, se vino de Bogotá y se quedó con su padre, durante un mes, en la casa de la calle 7 No. 15-27, tiempo en que la demandante iba a arreglarla y a hacer el almuerzo, también a cuidar a su compañero, aunque no le gustaba quedarse a dormir por la presencia de la hija.; cuando esta regresó a Bogotá, después de asistir a las clases de la universidad, la demandante se iba para ese lugar a cuidarlo porque su situación empeoró y empezó a usar pañales; en el mes de abril Adriana regresó de Bogotá, Armando no la recibió en su casa, se fue para donde su mamá Amparo Jaramillo, aunque a ratos lo visitaba; el citado señor estuvo hospitalizado en la Clínica Confamiliar y Diana se quedaba con él desde las dos de la tarde, cuando llegaba de la universidad, allí dormía, lo acompañaba de manera permanente, le brindaba cariño y los cuidados que necesitó hasta cuando falleció el 13 de mayo de 2015.
RESUMEN CONTESTACIÓN DEMANDA POR ADRIANA OSSA JARAMILLO (Folios 261 a 270). Negó los hechos relacionados con la unión marital de hecho. Alegó que entre Diana y Armando existió una relación laboral, en la que la primera actuaba como su empleada de confianza; el último era conocido como hombre promiscuo y bisexual. Como excepciones de fondo formuló las que denominó inexistencia de la unión marital de hecho, existencia de la relación laboral y mala fe de la demandante.
El curador ad-litem dijo que no le constaban los hechos de la demanda; tampoco se opuso a las pretensiones, de demostrarse aquellos.

SENTENCIA: Se dictó el 15 de julio de 2016, se les envió el resumen cuando se citó para audiencia de alegatos.
APELACIÓN: Impugnó el apoderado de la demandante. Los alegatos son muy extensos, los tengo por escrito por si los quieren ver, pero cada tema que propuso se analiza en esta sentencia.
SENTENCIA

Procede la Sala a pronunciar el fallo de segunda instancia, con motivo del recurso de apelación que interpuso el apoderado de la demandante, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Tercero de Familia de Pereira, el 15 de julio de 2016, en el proceso instaurado por Diana María Jiménez Hernández contra Adriana Ossa Jaramillo en calidad de heredera determinada del señor Armando Ossa Sosa y contra los demás herederos indeterminados del mismo difunto.

CONSIDERACIONES
1. Los presupuestos procesales para dictar sentencia de fondo se encuentran satisfechos y no se observa causal alguna de nulidad que pueda afectar la validez de la actuación. Además, las partes están legitimadas en la causa: la demandante, al aducir la calidad de compañera permanente del causante Armando Ossa Sosa y la demandada Adriana Ossa Jaramillo como su heredera, hecho que se acreditó en el plenario con la copia de su registro civil de nacimiento, aportado con la demanda. 
2. De acuerdo con los reparos que hizo el apoderado de la impugnante al fallo de primera instancia y a los que sustentó en esta sede, corresponde a esta Sala decidir si fue errada la valoración probatoria que hizo el juzgado para negar las pretensiones y si en consecuencia, está demostrada la unión marital de hecho pregonada en la demanda.
3. Pretende la actora, por medio de la acción propuesta, se declare la existencia de la unión marital de hecho y de una sociedad patrimonial, entre ella y el señor Armando Ossa Sosa, desde el año 2006, no se dice el mes ni el día, hasta el 13 de mayo de 2015, cuando el citado señor falleció.

4. La Ley 54 de 1990, modificada por la 979 de 2005, por medio de la cual se concedieron efectos a las uniones maritales de hecho, dice en el artículo 1° que a partir de su vigencia y para todos los efectos civiles, se denomina unión marital de hecho, la formada entre un hombre y una mujer, o entre personas del mismo sexo, de acuerdo con la sentencia C-075 del 7 de febrero de 2005, que sin estar casados, hacen una comunidad de vida permanente y singular, disposición de la cual se deducen los requisitos que estructuran esa especial relación, a efectos de obtener su reconocimiento judicial.
Los presupuestos para que se configure sociedad patrimonial entre compañeros permanentes los señala el artículo 2° de la misma ley cuando expresa que ella se presume cuando la unión ha tenido una duración mínima de dos años en el evento de que ninguno de los miembros de la pareja tenga impedimento para contraer matrimonio, pues de ser lo contrario, se exige además que la sociedad o sociedades conyugales anteriores hayan sido disueltas antes de la fecha en que se inició la unión marital de hecho.
Para construir la presunción legal de sociedad patrimonial entre compañeros permanentes, la ley toma como punto de partida la unión marital de hecho específica, unión que constituye presupuesto indispensable de la referida sociedad. En consecuencia, inicialmente deberá analizarse si entre los señores Diana María Jiménez Hernández y Armando Ossa Sosa existió la unión marital de hecho a que se refieren los supuestos fácticos contenidos en la demanda y si tal unidad tuvo las características de una comunidad de vida, permanente y singular, aspectos sobre los cuales ha enseñado la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia:
“6.-La Corte a través de su jurisprudencia ha esclarecido que los únicos requisitos que al juzgador corresponde ponderar a la hora de determinar si se estructura o no una unión marital de hecho son, a saber (CSJ SC de 5 de agosto de 2013, Rad. 2008-00084-01): 

(i) “Una comunidad de vida, que no es otra cosa que la concatenación de actos emanados de la voluntad libre y espontánea de los compañeros permanentes, con el fin de aunar esfuerzos en pos de un bienestar común. No depende por lo tanto de una manifestación expresa o el cumplimiento de algún formalismo o ritual preestablecido, sino de la uniformidad en el proceder de la pareja que responde a principios básicos del comportamiento humano, e ineludiblemente conducen a predicar que actúan a la par como si fueran uno solo, que coinciden en sus metas y en lo que quieren hacia el futuro, brindándose soporte y ayuda recíprocos. La misma presupone la conciencia de que forman un núcleo familiar, exteriorizado en la convivencia y la participación en todos los aspectos esenciales de su existencia, dispensándose afecto y socorro, guardándose mutuo respeto, propendiendo por el crecimiento personal, social y profesional del otro. Conlleva también obligaciones de tipo alimentario y de atención sexual recíproca…


(ii) “La singularidad, en virtud de la cual no hay campo para compromisos alternos de los compañeros permanentes con terceras personas, toda vez que se requiere una dedicación exclusiva al hogar que se conforma por los hechos, ya que la pluralidad desvirtúa el concepto de unidad familiar que presuponen esta clase de vínculos…


(iii) “La permanencia, elemento que como define el DRAE atañe a la ‘duración firme, constancia, perseverancia, estabilidad, inmutabilidad’ que se espera del acuerdo de convivencia que da origen a la familia, excluyendo de tal órbita los encuentros esporádicos o estadías que, aunque prolongadas, no alcanzan a generar los lazos necesarios para entender que hay comunidad de vida entre los compañeros. La ley no exige un tiempo determinado de duración para el reconocimiento de las uniones maritales, pero obviamente ‘la permanencia (…) debe estar unida, no a una exigencia o duración o plazo en abstracto, sino concretada en la vida en común con el fin de poder deducir un principio de estabilidad que es lo que le imprime a la unión marital  de hecho, la consolidación jurídica para su reconocimiento como tal’ (sentencia de 12 de diciembre de 2001, exp. 6721), de ahí que realmente se concreta en una vocación de continuidad y, por tanto, la cohabitación de la pareja no puede ser accidental ni circunstancial sino estable […] (Sala de Casación Civil, MP. Dr. Fernando Giraldo Gutiérrez, sentencia SC10809-2015 del 13 de agosto de 2015, en proceso radicado bajo el No. 47001-31-10-002-2009-00139-01) 
De acuerdo con la ley 54 de 1990 ya citada y la jurisprudencia transcrita, para que se configure la unión marital de hecho y se obtenga su declaración judicial, es menester probar, como elemento objetivo, la cohabitación entendida como la comunidad de vida estable, permanente y singular, que se traduzca en las relaciones sexuales, ayuda y socorro mutuos; pero además, debe acreditarse  un elemento subjetivo, la afecto marital, traducida en la existencia de un vínculo con todas las apariencias de matrimonio que evidencie la entrega común de cuerpos y alma, la intención de formar un hogar.

5. Y para decirlo de una vez, la parte actora no logró demostrar esa especial unión en la forma como con suficiencia lo explica la Corte en la providencia transcrita, pues aunque para la Sala sí existió una relación entre Armando y Diana, no fue precisamente aquella que se da entre compañeros permanentes, como consecuencia de la unión marital de hecho. 
5.1 En efecto, en los hechos de la demanda se relató que Diana y Armando se conocieron en el 2005; empezaron una relación sentimental en el año 2006; cuatro meses después, la primera  comenzó a quedarse en la finca Paso Ancho, de propiedad del segundo y este, hasta tarde, en la residencia de ella, ubicada en la calle  10 No. 7-45, de propiedad de su hermana Claudia Milena Jiménez.

De tal redacción no se infiere entonces que las personas citadas vivieran bajo un mismo techo, sino todo lo contrario, deducción  que además puede encontrarse en otro de esos hechos, en el que dijo la demandante que en el año 2007, por inconvenientes entre la demandante y su citada hermana, esta le pidió la entrega de la casa y por esa razón se trasladó “a vivir a la finca Paso Ancho con el señor ARMANDO OSSA SOSA”. 

Una primera conclusión entonces, es la de que de haber existido la unión marital de hecho, la misma comenzó en el último año citado.

En esos mismos hechos se expresó que la actora se matriculó en la Universidad Libre en el año 2011 y por eso se vino de la finca a vivir en esta ciudad, a un inmueble ubicado en la carrera 7ª No. 9-48, en el que se quedaba con su hijo Daniel Alexánder Correa Jiménez de miércoles a viernes, pues los días restantes permanecía en la casa de su compañero, ubicada en la calle 7 No. 15-27 de Pereira, aunque además agregó que los sábados le llevaban a su hijo,   que los domingos se madrugaban para la finca y llegaban en horas de la noche del mismo día. En la finca permanecía en épocas de vacaciones y en Semana Santa; venían a Pereira a dar vuelta, pero se regresaban el mismo día y que a finales de febrero de 2015, cuando se detectó un cáncer rectal al señor Ossa, su hija Adriana se vino de Bogotá y se quedó acompañándolo, tiempo en el que Adriana colaboraba con los oficios y la atención del citado señor “aunque no le gustaba quedarse a dormir por la presencia de la hija de él”.
De tales expresiones también se evidencia que la actora no vivía de manera permanente con el señor Armando Ossa Sosa, pues tres días de la semana lo hacía en otro lugar, al lado de su hijo y dejó de pernoctar en el lugar en febrero de 2015, durante un mes.
Fueron esos los hechos sobre los que se edificó la pretensión para que se declarara la existencia de la unión marital de hecho pregonada en el escrito por medio del cual se promovió la acción y concretamente el factor objetivo de tal unión: la convivencia permanente y singular. Por ende, los debía probar la parte demandante, quien los alegó.
Sin embargo, se probó en el proceso que Diana no vivía de manera permanente en el sitio en el que lo hacia el señor Armando Ossa Sosa, concretamente en la calle 7 No. 15-27 de Pereira; tampoco en su finca Paso Ancho, ubicada en el municipio de La Victoria, (Valle), con los siguientes medios probatorios:
Los documentos remitidos por la Coordinadora de Peticiones Judiciales de la empresa Claro, Soluciones Móviles, en los que se indica que la demandante es cliente de esa entidad, con la línea celular 3128773193 y ha registrado como direcciones, las siguientes: carrera 7ª No. 9-48,  carrera 7ª No. 26-63, apartamento 201  y calle 1 7 45, todas de Pereira, con fecha de activación de la línea el 5 de junio de 2006, inicialmente con el servicio prepago y luego en el postpago (folios 289, 295 a 297, 319  y 325 a 328, cuaderno No. 1)
La constancia expedida por la Rectora de la Institución Educativa Rafael Uribe Uribe, La Victoria – 1º de Mayo, en la que se expresa que Daniel Alexánder Correa Jiménez se encuentra matriculado en el grado décimo de educación básica secundaria en el año 2016; que en las respectivas fichas de matrículas, las acudientes Virgelina Ríos Ortiz y  Diana María Jiménez Hernández reportaron como direcciones las siguientes: para el año 2014, la carrera 11 No. 30B-11 y en el 2015 la Avenida del Río No. 5A-06 (folio 307, cuaderno No. 1).
Los documentos remitidos por Administrador SISBÉN de la Secretaria de Desarrollo Social y Político en los que se indica que la demandante aparece en la Base de Datos del Sistema de Identificación de Potenciales Beneficiarios de Programas Sociales –SISBÉN- y denunció como su domicilio la carrera 1 No. 5ª-06 del Barrio Ormaza, donde vive con su hijo  Daniel Alexánder Correa Jiménez. La encuesta se realizó el 8 de marzo de 2011. (folios 329 a 331, cuaderno No. 1)
Certificación remitida por Asistente de Fiscal II con Funciones de Policía Judicial de Pereira, en la que se expresa que la demandante formuló denuncia penal y registró como su dirección la carrera 7 No. 9-48 (folio 318, cuaderno No. 1). Sin embargo, no se expresa la fecha en que tal hecho se produjo.

Informe rendido por la Directora de Registro y Control de la Universidad Libre de Pereira, el 8 de julio del año anterior, en el que se expresa que la accionante está vinculada en el programa de derecho, desde el año 2011; el último periodo cursado fue en 2015 y según su base de datos, registra como dirección la Avenida del Río No. 5ª-06, barrio Ormaza. ( (folio 392, cuaderno No. 1).

De manera que de acuerdo con esos documentos, la actora ha señalado varias direcciones de su residencia, ninguna de las cuales coincide con aquella en la que dice vivía con el señor Armando, la calle 7 No. 15-27 de Pereira, ni la finca Paso Ancho, ubicada en el municipio de La Victoria, Valle del Cauca.
De otro lado, en la escritura pública No. 2793 del 6 de junio de 2008, otorgada en la Notaría Primera de Pereira, por medio de la cual el señor Arturo Zapata Loaíza vende a la señora Diana María Jiménez Hernández un inmueble ubicado en la carrera 7ª Nos. 9-42 y 9-48 de Pereira, expresó la última que era soltera y sin unión marital de hecho. (folios 126 a 128, cuaderno No. 1)

En documento firmado por la demandante, declaró haber recibido del señor Armando Ossa Sosa el pago total de los sueldos del año 2008 y de todas sus prestaciones sociales; en otro, suscrito por la misma señora el 31 de diciembre de 2010, indicó bajo la gravedad de juramento que recibió de aquel todos los sueldos del año pasado y de los anteriores y absolutamente todas las prestaciones sociales. (folios 134 y 135). 
En todos esos documentos se encuentra una confesión extrajudicial sobre la no convivencia en forma permanente de la actora con el señor Armando Ossa Sosa y de la inexistencia de la unión marital, pues reúne los requisitos del artículo 191 del CGP, en razón a que la demandante tuvo capacidad para hacerla y poder dispositivo sobre el derecho que resultó confesado; versó sobre hechos personales suyos que le producen consecuencias jurídicas adversas, favorecen a la parte contraria  y respecto de los cuales la ley no exige un medio de prueba específico; fue expresa, consciente y libre y aunque  es extrajudicial, se encuentra debidamente probada porque los documentos que la contienen se presumen auténticos de acuerdo con el inciso 2º del artículo 244 del CGP, en razón a que no  fueron tachados o desconocidos por la parte actora y aunque algunos de ellos son declarativos, emanados de terceros, tampoco se solicitó su ratificación, en los términos del artículo 262 de la misma obra.

5.2 Aduce el apoderado de la demandante que la confesión de la actora puede ser desvirtuada con los testigos que a instancias de la misma señora fueron escuchados, pero a ellos la Sala no les concede valor demostrativo, por los motivos que pasan a explicarse:
5.2.2 Luz Mery Ossa de Zapata, hermana de Armando Ossa Sosa, aunque dijo que este y Diana vivieron juntos durante aproximadamente siete o nueve años, contados hacia atrás desde la fecha del fallecimiento del citado señor, poco era lo que con ellos compartía, pues vivía en Armenia. Concretamente dijo que una vez al año iba con su hermano a Cali a celebrar el cumpleaños de una tía, de un día para otro, y durante cuatro o cinco años Diana los acompañó; se venían de ese viaje para la finca, en Holguín y en ambos lugares, ocupaban una sola habitación; como en cinco o seis ocasiones el señor Armando la visitó en su lugar de residencia, en compañía de Diana; cuando estuvo tan enfermo, siempre la vio con él y compartieron los tres muchas navidades, desde el 24 hasta el 25 de diciembre, aunque en la pocas veces que Adriana, la hija de Armando, estaba en el lugar, Diana no pasaba la navidad con ellos, ni dormía en la casa de Armando.
De tales dichos, como ya se expresó, se infiere que fue poco lo que compartió la deponente con la pareja citada y por ende, la circunstancia de que los viera juntos, en esas escasas oportunidades, durante los nueve años que dice se prolongó la relación, no resulta suficiente para considerar que compartieron sus vidas como marido y mujer.

Pero es que además, de considerarlo así, no se explica la Sala porqué, además, expresó que le decía a Armando que organizara sus cosas, que no viviera solo, que compartiera con Diana; que como ella estudiaba, no estaba con él, pero que pasara los fines de semana con ella y que intentara organizar esa situación; que se la trajera para su lado. Tampoco, la razón por la que afirmó que en una ocasión Diana y Armando pasaron por su negocio en Armenia y les preguntó sobre el por qué no concretaban una buena relación. 
Solo al pedírsele aclaración sobre esas afirmaciones si ya había dicho que Diana y Armando vivieron juntos por espacio de nueve años, afirmó que se lo decía en el sentido de que él permanecía solo mientras ella estudiaba, pero los fines de semana estaban juntos, al lado también de un hijo de la actora, narración que ni siquiera coincide con la que hizo la última en los hechos de la demanda, en cuanto afirmó que vivió en la finca con Armando entre 2007 y 2011 cuando comenzó a estudiar en la universidad, fecha a partir de la cual permanecía con él desde el sábado hasta el martes.

Y se sospecha de su versión, en razón a que la demandada Adriana Ossa Jaramillo tuvo un problema con la hija de la deponente, quien tal como lo narró, fue víctima de humillaciones y de maltrato por parte de la primera, quien la echó del sitio en que juntas vivían y con sus corotos le tocó amanecer en la calle. Por esa razón viajó al otro día a brindarle ayuda, y Adriana no le dio la cara, aunque de haberlo hecho se la hubiera reventado, porque eso no se hace.  Aunque dijo que no tiene resentimiento, otra cosa muestran sus palabras y la circunstancia de que dejó de tener trato con Adriana, a pesar de que es su sobrina, expresión de la que surge otra contradicción, porque también había dicho que en ocasiones compartió navidades con ella y Armando; oportunidades en las que Diana no lo hacía.

Las incoherencias en que incurrió la deponente y la animadversión hacia su sobrina permiten deducir que antes que colaborar con la justicia para encontrar la realidad, dio un testimonio parcializado que se califica de sospechoso de acuerdo con el artículo 211 del CGP, al que, por ende, no se le concede mérito demostrativo. 

5.2.3 José Alciro Ramírez, quien vigilaba carros por el sector de la carrera 15 con calle 7, dijo que Armando y Diana vivieron juntos, tal como lo pudo percibir de manera personal y directa, desde el año 2008, debido a la labor que desempeñaba diariamente, desde las tres de la tarde hasta las tres de la mañana. Sin embargo, sus aseveraciones tampoco coinciden con el relato que sobre la convivencia marital se hizo en los hechos de la demanda. En efecto, para el año a que se refiere, tal como se expresa en el referido escrito, Diana vivía con Armando en la finca Paso Ancho y no en el sector de la Circunvalar como lo expresa el deponente, y lo hizo hasta el año 2011 cuando comenzó sus estudios universitarios, pero tampoco permanecía todos los días en ese lugar, pues relató, como ya se ha dicho, que lo hacía desde los sábados hasta los martes, pues los demás días vivía en otro lugar, al lado de su hijo.
La circunstancia de que algunas pocas veces, en los años 2007 y 2008, aunque luego dice que fue en el primero de tales años, los haya visto en el lugar en el que ejercía su labor de vigilante, en el que observaba el trato cariñoso que se brindaban, es hecho de naturaleza equívoca que impide considerar acreditada la existencia de la unión marital de hecho, y continúa la Sala considerando que no coincide con la exposición que contiene el escrito por medio del cual se formuló la acción, pues de acuerdo con las aseveraciones del testigo, vio a la pareja residiendo en el lugar de lunes a miércoles, cuando se iban para la finca hasta el día domingo, con un niño, a pesar de que cosa distinta se dijo en la demanda. Lo mismo puede decirse respecto de la expresión que lanzó en cuanto dijo que después de 2008 o 2009 empezó a ver que Diana estaba estudiando y entonces no salían juntos para la finca; lo hacía Armando solo. Y aunque asegura que Diana vivía en la misma casa con Armando, no sabe decir si allí vivía el hijo de aquella “porque yo no vivía ahí, yo permanecía en la calle”.

5.2.4 La señora Sorley Suárez Holguín conoció a la pareja en el año 2009 cuando juntos iban, semanalmente, a comprarle mercancía para que la mamá de Diana la vendiera y en esas oportunidades apreció el trato cariñoso que se brindaban, pero no los visitó en esta ciudad; en la finca lo hizo en una sola oportunidad. De esas aseveraciones no se infiere la existencia de la relación de naturaleza marital entre las personas citadas, porque la deponente no los observó en los lugares en los que dice la demandante residieron. Por ende, nada con grado de verosimilitud aporta al proceso sobre la convivencia marital. Y aunque afirmó que una vez lo hizo en la finca, dijo que se llamaba El Palomar, cuando su nombre es Paso Ancho. Además, al  describir el lugar, lo hizo diciendo que la casa era de dos plantas, cuando es de una, y que tenía tres habitaciones, a pesar de que en verdad solo son dos, tal como lo aclararon las partes, terminado el testimonio de que se trata y requeridas con ese fin por el juez de primera instancia. 
Alega el apoderado del demandado que no tenía por qué interrogársele sobre las características de la finca, en razón a que no se está frente a un proceso sobre reconocimiento de un inmueble, pero tal forma de interrogar no la prohíbe el legislador que por el contrario, en el numeral 3º del artículo 221 del CGP, le ordena al juez poner especial empeño en que el testimonio sea exacto y completo y ordena exigirle al testigo  que exponga la razón de la ciencia de su dicho, con explicación de las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que haya ocurrido cada hecho.
De todos modos, valga decirlo, si al respecto no se le hubiese interrogado, las exposiciones de la declarante poco aportan a lo que es objeto del proceso, porque solo compartió con Armando y Diana en los lugares en los que dice esta última vivieron, en una sola ocasión, lo que no resulta suficiente para considerar acreditados ni la convivencia marital, ni el elemento subjetivo de la unión.

5.2.5 Óscar Emilio Lasprilla tampoco coincide en sus aseveraciones con las que constituyen el supuesto fáctico de las pretensiones, pues indicó que era vecino de la pareja en la finca Paso Ancho y allá los vio siempre juntos como marido y mujer, durante ocho o nueve años; arrimaba y les ayudaba con los animales, los lunes o martes, precisamente en los días que se dijo en la demanda permanecían en esta ciudad después de la fecha en que Diana empezó a estudiar, para regresar el fin de semana. De sus expresiones además, parece inferirse que Armando permanecía en ese lugar, cuando otra cosa se dijo en la demanda y nada expresó sobre la supuesta convivencia que hayan tenido en esta ciudad. 
5.2.6 Mientras el anterior testigo dijo que Diana y Armando vivían en la finca, Marino Ortiz Tamayo, quien fue cuñado de la actora, expresó que algún tiempo vivieron en la finca y luego en la casa de la Circunvalar, sitios en los que los visitaba con alguna frecuencia, en los que los veía como marido y mujer. Sus afirmaciones, aunque en parte coinciden con lo que se relató en los hechos de la demanda, no pueden ser las que sirvan de fundamento para considerar demostrada la unión marital de hecho  cuya declaratoria se solicita, teniendo en cuenta que fue la única persona que en sus aseveraciones coincidió con la narración que se hizo en la demanda sobre la forma como se desarrolló tal unión y ese testimonio aislado, sin ninguna otra prueba que lo respalde, no tiene la virtud para considerar desvirtuada la confesión extrajudicial de la actora, que en otro aparte se analizó y de acuerdo con las demás pruebas que a lo largo de esta providencia se mencionarán.
6. Desvirtúan la existencia de la unión marital de forma permanente, los siguientes documentos que se presumen auténticos de acuerdo con el artículo 244 del CGP: 

6.1 La copia de la historia clínica del señor Ossa Sosa expedida por la Clínica Comfamiliar, que obra a folios  137 a 245 del cuaderno No. 1, el 4 de mayo de 2015 anota como su acompañante a Diana Fernanda Jaramillo, quien declaró en este proceso y es hermana de la demandada Adriana Ossa; fue esta última quien firmó, el 9 del mismo mes, el consentimiento informado para no practicar a su padre el procedimiento de reanimación recomendado y quien recibió su cadáver y la primera autorizó una transfusión sanguínea el día 12 de ese mes. Así pues puede inferirse que no fue la actora quien tomó decisiones en relación al tratamiento que se le brindó a su supuesto compañero en la última enfermedad, a pesar de que afirma que era su compañera permanente y que estuvo con él durante todo se tiempo.

Tampoco en otras épocas figura como su acompañante, pues aunque en oportunidades se consignó que tenía alguno, no se expresó en la historia clínica su nombre y por ende, no hay cómo deducir que fuera la demandante, ni que a ella se hiciera referencia cuando se aludía a “sus hijas”, debido a su edad. Pero es que aunque en realidad la actora haya colaborado con el cuidado del señor Armando en su última enfermedad, ese hecho, de naturaleza equívoca, no constituye prueba suficiente para declarar probada la existencia de la unión en los términos de la jurisprudencia que sirve de fundamento a esta providencia.

6.2 Fue Adriana Ossa quien pagó, el 13 de mayo de 2015, el valor del servicio funerario con motivo del fallecimiento de su padre de acuerdo con el documento que obra a folio 140 del cuaderno No. 1, expedido por La Ofrenda S.A., asunto del que entonces tampoco se ocupó la supuesta compañera.
7. Los demás argumentos invocados por el apoderado de la actora con el fin de obtener la revocatoria del fallo no logran esa finalidad, como pasa a explicarse:

7.1 Lo relacionado con la forma como fueron interrogados los testigos que trajo la parte demandante, que criticó el recurrente en esta sede al decir que se  permitió formular preguntas impertinentes, inconducentes, superfluas, repetitivas e insinuantes, son asuntos que debieron ser alegados al momento de su ocurrencia, ante el juez de primera sede. De todos modos, asuntos procesales como esos no justifican una valoración diferente a la que hizo la Sala en esta providencia, en relación con tal prueba.

7.2 La crítica que se hace a la valoración probatoria que realizó el funcionario de primera sede respecto de la prueba testimonial, en cuanto afirmó que con fundamento en ellos no resultaba posible resolver la cuestión en razón a las contradicciones en que incurrieron y a fin de cuentas dejó de analizarlos, fue asunto que suplió esta Sala en relación con los deponentes que se escucharon a instancias de la apelante.

Y no se considera menester analizar las versiones de los testigos  escuchados a petición de la demandada, porque con ellos se pretendió demostrar la inexistencia de la unión marital de hecho. En consecuencia, las contradicciones en que hayan incurrido, como lo alega el recurrente, tampoco resultarían suficientes para considerar demostrado el hecho contrario, es decir, la convivencia marital entre Armando y Diana, carga que pesaba sobre esta última.
7.3 No entiende la Sala porqué razón aduce el impugnante, refiriéndose a los testimonios escuchados, que “se dejó contaminar la prueba”, pues al respecto no dio explicación alguna.

7.4 Lo relacionado con la falta de equilibrio procesal porque en su interrogatorio la actora denunció que no habían asistido todos sus testigos en razón a que habían sido amenazados por el apoderado de la parte demandada y temían por sus vidas, es hecho que carece de prueba en el plenario, sin que pueda considerarse demostrado con la expresión que lanzó el señor José Algiro Ramírez Londoño, en cuanto narró que el citado profesional lo había abordado para decirle que estaba comprado por la demandante y eso le sacó la paciencia, pues además de no contar el proceso con prueba alguna que respalde la existencia de tal conducta, tampoco expresó el citado señor que hubiese sido amenazado o que temiera por su vida.

7.5 Las afirmaciones que hizo el apoderado de la parte demandada al formular sus alegatos en primera instancia no indujeron en error al juez, pues fue con sustento en las pruebas recogidas y no en las afirmaciones que en ese momento procesal hizo el citado profesional, las que sirvieron de fundamento al citado funcionario para adoptar la decisión que le causó inconformidad a la actora.

7.6 No está probado que Armando Ossa Sosa le hubiese regalado un inmueble a Diana Jiménez, como, al decir del recurrente, lo acredita la escritura pública número 2793 del 6 de julio de 2008, lo que a su vez demuestra una relación muy cercana entre ellos y también la existencia de la unión marital de hecho, pues tal documento, como en otro aparte se consignara, da cuenta de la compra que hizo la citada señora, del predio con matrícula inmobiliaria No. 290-69269 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira, ubicado en la carrera 7ª Nos. 9-42 y 9-48,  al señor Arturo Zapata Loaíza y no de una donación que le haya hecho el primero, de manera que en tal documento no hay forma de encontrar indicio alguno, como lo propone el recurrente. 
En relación con tal documento, adujo además el representante judicial de la actora que al suscribirla esta dijo ser soltera y sin unión marital de hecho porque así se lo pidió Armando, pero de tal hecho no hay prueba alguna en el plenario, sin que la manifestación que al respecto hizo la actora en el interrogatorio absuelto resulte idónea para demostrarla, pues en ella no puede hallarse una confesión de acuerdo con el artículo 191 del CGP, en razón a que la favorece y por ende, no perjudica a la parte contraria.

7.7 El señor Armando Ossa Sosa, en la escritura pública No. 0030 del 11 de enero de 2013, otorgada en la Notaría Segunda de Pereira, por medio de la cual Amparo Jaramillo de Ossa le vendió los inmuebles con matrículas inmobiliarias Nos. 290-101571, 290-101574 y 290-101607 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira, también afirmó que era soltero por divorcio y sin unión marital de hecho, sin que encuentre la Sala razón alguna para criticar la valoración probatoria que de ese documento hizo el señor juez de primera instancia, pues nada distinto a la inexistencia de la unión marital podía deducir de su tenor literal. Y aunque alega el recurrente que esas manifestaciones admiten prueba en contrario, razonamiento que considera acertado el Tribunal, en este caso no cuenta el proceso con medios probatorios que desvirtúen tal manifestación.
7.8 En aparte alguno de la sentencia se expresó que Diana Jiménez haya renunciado a la unión marital de hecho, como lo aduce su  apoderado y por ende, ese argumento, en que se sustentó la impugnación, no será analizado. 

7.9 Como al sustentar el recurso hizo referencia el apoderado de la actora al género, a la diferencia de edades y a la capacidad económica, como conceptos de discriminación respecto de la mujer, entiende la Sala, porque no lo dijo así de manera expresa el recurrente, quien al parecer se refería a jurisprudencia respecto de la cual no hizo cita alguna que permitiera identificarla, se considera necesario precisar  que en este caso no se alegó y tampoco se demostró que hubiesen sido relaciones de poder de Armando hacia Diana las que hayan impedido obtener la prueba sobre la existencia de la unión marital de hecho. Y aunque no se desconoce en esta providencia que entre ellos existió una relación amorosa y que Diana desempeñó labores propias de una ama de casa, también se acreditó que no vivieron juntos de manera permanente, como lo expuso la misma señora en los hechos de la demanda; con su propia confesión se demostró que vivió en lugares diferentes a la vivienda de quien dice era su compañero; aceptó ser soltera y sin unión marital de hecho; ser su empleada y recibir el pago de salarios y prestaciones, todo lo cual impide construir un pronunciamiento judicial con perspectiva de género, pues lo que resultó del análisis de las pruebas recogidas es que la actora no tiene el derecho que reclama y por ende, no se ha desconocido su derecho a la igualdad, consagrado como fundamental en el artículo 13 de la Constitución Nacional, ni alguna otra norma de naturaleza internacional que establezca la prohibición de discriminar en razón del género.

La fuerza mayor o el caso fortuito a que también hizo alusión el mismo profesional, son figuras que no encuentra la Sala puedan aplicarse en el asunto sometido a su estudio, y el profesional que representa a la actora tampoco lo explicó. 

7.10 En relación con la prueba documental aportada con la demanda, puede decirse:

7.10.1 Los videos que obran en un disco compacto, antes del folio 44, sin número que lo distinga, no resultan documentos idóneos para acreditar lo que es menester en esta causa, pues las imágenes que contienen, en su mayoría, son de ganado vacuno y aparecen de manera esporádica algunos individuos, que desconoce la Sala quiénes son. Solo en uno se observan una serie de personas, pero ninguna capta a pareja alguna que permita inferir que sean marido y mujer o por lo menos que sostengan una relación amorosa; además, se desconoce quiénes son las que allí aparecen, las fechas y el lugar donde se captaron las escenas. Lo mismo puede decirse de las fotografías que obran a folio 42. 
7.10.2 Las facturas sobre compras varias realizadas por la actora y que obran a folio 33 del cuaderno No. 1, no se consideran documentos aptos para demostrar la existencia de la unión marital de hecho por el solo hecho de que en la mayoría de ellas se señale como su dirección la calle  7 No. 15-27 de Pereira, lugar en el que se expresó vivía la citada señora con Armando Ossa Sosa, pues la mayoría corresponden al mes de octubre de 2008, época para la cual reconoció la demandada sostenían un noviazgo; otra es del mes de octubre de 2010 y la última de aquel primer mes, pero se señala como su dirección la  calle 10 7-45.
7.10.3 Tampoco resultan útiles para demostrar la unión de que se trata, la relación de giros que entre febrero y mayo de 2015 hizo la actora a Ánderson Díaz Perdomo y Carlos Alirio Bermúdez al municipio de La Victoria, Norte del Valle, de acuerdo con la certificación remitida por Súper Giros que obra a folios 34 a 37 del cuaderno No. 1, pues desconoce la Sala a título de qué los hizo, a pesar de que la última persona mencionada declaró en este proceso a instancias de la demandada y expresó haber laborado para el señor Armando Ossa Sosa en la finca Paso Ancho. El primero es personaje desconocido en el plenario.
7.10.4 La copia de la constancia que obra a folio 41, que suscribe médico de Comfamiliar, de fecha 13 de mayo de 2015, con destino a la Universidad Libre, en la que se expresa que la actora estuvo acompañando al paciente Armando Ossa durante su hospitalización desde el 4 de mayo de 2015 hasta el 13 del mismo mes, no hace parte de la historia clínica que se aportó al proceso, en la que no se identifica, durante cada día de la hospitalización, quién acompaña al paciente, aunque en algunas ocasiones se citaron a María Fernanda Jaramillo, a la demandada y a sus hijas.

7.10.5 Y aunque la actora solicitó el reconocimiento de la sustitución pensional del tan citado señor, con el argumento de haber sido su compañera permanente, como lo acredita el documento que obra a folio 38 del cuaderno principal, la solicitud fue negada según Resolución GNR 245246 del 12 de agosto de 2015, expedida por la Gerente Nacional de Reconocimiento de Colpensiones, que obra en el cuaderno de pruebas de la parte demandada, sin foliar, confirmada por la No. GNR 393452 del 4 de diciembre del mismo año, proferida por el Gerente Nacional de Reconocimiento de la Vicepresidencia de Beneficios y Prestaciones de la misma entidad.
En ese último acto administrativo se concluyó que no existió una convivencia permanente entre los señores Diana María Jiménez Hernández y Armando Ossa Sosa, entre otras pruebas, con fundamento en un informe rendido por técnico investigador en el proceso de reconocimiento pensional, de fecha 9 de octubre de 2015, el que se ordenó tener como prueba de manera oficiosa por el juzgado y obra a folios 378 a 382. En él se consignó que no existió convivencia de forma constante e ininterrumpida entre esas personas, durante los últimos cinco años.
8. Tiene sí razón el mencionado abogado en los siguientes aspectos: 

8.1 Respecto a la valoración que hizo el juzgado de unas grabaciones, sobre las conversaciones que tuvieron demandante y demandada vía whatsApp y que utilizó la última como fundamento de sus argumentos de defensa, la que no pude apreciarse porque se obtuvo con violación al derecho a la intimidad que como derecho fundamental consagra el artículo 15 de la Constitución Nacional y por ende, es nula de pleno derecho de acuerdo con el artículo 29 de la misma obra y los artículos 14, 164 y 168 del CGP. Al respecto, dijo la Corte Constitucional en sentencia T-233 de 2007, de la que se leen algunos apartes: 

“En términos generales, la Corte Constitucional ha entendido que la intimidad es el derecho constitucional que garantiza la preservación de un espacio personal, aislado a la injerencia de otros. De conformidad con dicha jurisprudencia, la intimidad personal es el “área restringida inherente a toda persona o familia, que solamente puede ser penetrada por extraños con el consentimiento de su titular o mediando orden dictada por autoridad competente, en ejercicio de sus funciones y de conformidad con la Constitución y la ley” (sentencia T-696 de 1996. MP. Dr. Fabio Morón Diaz).

 
El artículo constitucional citado extiende el derecho a la intimidad al ámbito de la correspondencia y otras formas de comunicación, advirtiendo al efecto que las mismas son inviolables y que su registro únicamente procede cuando existe orden de autoridad judicial, con las formalidades establecidas por la ley.
 

…

En esa medida, las grabaciones de imagen o de voz realizadas en ámbitos privados de la persona, con destino a ser publicadas o sin ese propósito, constituyen violación del derecho a la intimidad personal, si las mismas no han sido autorizadas directamente por el titular del derecho y, además, en caso extremo, si no han sido autorizadas expresa y previamente por autoridad judicial competente. El resultado de la recolección de la imagen o la voz sin la debida autorización del titular implica, sin más, el quebrantamiento de su órbita de privacidad y, por tanto, la vulneración del derecho a la intimidad del sujeto.

…
La Sala considera que la grabación de la reunión que se hizo sin el consentimiento del procesado vulneró el derecho a la intimidad de éste en aspectos como el de la reserva de la propia imagen, la reserva de las comunicaciones personales y la reserva del domicilio –entendido en el sentido amplio pertinente al derecho a la intimidad-. En esas condiciones, la grabación no podía presentarse como prueba válida en el proceso y debió ser expulsada…”
 
Como ya se había anunciado, la prueba de que se trata se adujo al proceso con violación del derecho fundamental a la intimidad de que es titular la demandante, pues no se demostró que esta hubiese autorizado su grabación para luego ser arrimada como medio probatorio a este proceso o que para hacerlo se haya obtenido autorización de autoridad competente. 

Aunque la referida prueba fue valorada por el funcionario de primera sede, el hecho de que en esta no se haga, tampoco resulta suficiente para variar la decisión que se revisa, pues de acuerdo con los argumentos que hasta aquí se han expuesto, no se demostró la existencia de la unión.

8.2 También se acogen sus razones en cuanto adujo que el juzgado pasó por alto que en el hecho dieciocho de la demanda se expresó que fue Diana, quien a petición de Armando, lo acompañó a la clínica el  3 de mayo de 2015 y que ese hecho lo aceptó la parte demandada al responder la demanda. 

En esa forma se produjo una confesión, la que por reunir los requisitos del artículo 191 del CGP debe ser apreciada, pero como se aceptó con unas aclaraciones, estas deben tenerse en cuenta al momento de valorar la prueba de acuerdo con el artículo 196 del mismo código y por ende, considerar que así se procedió porque Adriana no podía irse en ambulancia con su padre y con sus dos hijos, motivo por el cual lo hizo Diana en su calidad de empleada.

De manera pues, que el hecho de que haya sido Diana quien acompañó a Armando en la oportunidad a que se hace referencia,  admitido por ambas partes, ni siquiera requiere de otro medio de prueba. Sin embargo, no es prueba apta para considerar demostrada la  existencia de la unión marital de hecho en la forma como lo explica la jurisprudencia inicialmente transcrita. 
9. De lo expuesto a lo largo de esta providencia, puede entonces concluirse que demostrado está que Diana María Jiménez Hernández  y Armando Ossa Sosa tuvieron una relación de noviazgo entre 2007 y 2008; que la primera colaboró al segundo en las labores del hogar y que lo acompañó a la clínica en mayo de 2015, pero las pruebas recogidas, analizadas individualmente y en su conjunto, impiden considerar probado que entre ellos hubiese existido una relación de naturaleza marital en la forma como lo explica la sentencia de la Corte de la que al inicio de esta audiencia se leyeron algunos apartes, pues no se acreditó el elemento subjetivo que exige una relación de tal naturaleza, la existencia de un vínculo con todas las apariencias de matrimonio que evidencie la entrega común de cuerpos y alma, la intención de formar un hogar.
10. Por lo expuesto, se confirmará el fallo que se revisa, excepto el ordinal séptimo, en cuanto ordenó compulsar copias a la Fiscalía General de la Nación para que se investigue la conducta de la demandante, quien suministró información falsa ante el Departamento Nacional de Planeación para obtener su calificación en el SISBÉN, pues de acuerdo con los argumentos plasmados en esta providencia, la dirección que suministró para obtener los beneficios de su inscripción en ese sistema de identificación es una de las que corresponden a su residencia, denunciada en algunos de los otros documentos en que se halló su confesión extrajudicial.
La parte demandante será condenada a pagar las costas causadas en esta instancia, las que se liquidarán por el juzgado de primera sede de acuerdo con el artículo 366 del CGP, previa la fijación de las agencias en derecho en esta instancia. 

11. Por último considera la Sala necesario llamar la atención del juzgado de primera sede, que en la sentencia resolvió las excepciones de fondo propuestas por la parte demandada, a pesar de que previamente había concluido que las pretensiones de la demanda estaban llamadas a fracasar y sin analizar si en verdad eran tales, cuando por sabido se tiene que en el caso de que realmente estén dirigidas a enervar el derecho en litigio, su estudio procede cuando este se ha acreditado, como de vieja data lo ha explicado la Corte Suprema de Justicia:

“… la naturaleza de la excepción indica que no tiene más diana que la pretensión misma; su protagonismo supone, por regla general, un derecho en el adversario, acabado en su formación, para así poder lanzarse contra él a fin de debilitar su eficacia o, lo que es lo mismo, de hacerlo cesar en sus efectos; la subsidiariedad de la excepción es, pues, manifiesta, como que no se concibe con vida sino conforme exista un derecho; de lo contrario, se queda literalmente sin contendor.
Por modo que, de ordinario, en los eventos en que el derecho no alcanza a tener vida jurídica, o, para decirlo más elípticamente, en los que el actor carece de derecho porque este nunca se estructuró, la excepción no tiene viabilidad.
De ahí que la decisión de todo litigio deba empezar por el estudio del derecho pretendido "y por indagar si al demandante le asiste. Cuando esta sugestión inicial es respondida negativamente, la absolución del demandado se impone; pero cuando se halle que la acción existe y que le asiste al actor, entonces sí es procedente estudiar si hay excepciones que la emboten, enerven o infirmen (G. J. XLVI, 623; XCI, pág. 830)…” (Sentencia del 11 de junio de 2001, Magistrado Ponente Doctor Manuel Ardila Velásquez, reiterada en las sentencias SC4574-2015 del 21 de abril de 20150, con ponencia del Dr. Fernando Giraldo Gutiérrez y la SC7814-2016, del 15 de junio de 2016, con ponencia del Dr. Luis Armando Tolosa Villabona, entre otras).

También se considera necesario reiterar, que de  acuerdo con el Código General del Proceso ya no procede la fijación de las agencias en derecho en la sentencia, como mandaba hacerlo el numeral 2º del artículo 392 del Código de Procedimiento Civil, modificado por la ley 1395 de 2010.

Esas decisiones, sin embargo, se mantendrán incólumes porque no fueron recurridas.

Por lo expuesto, la Sala Civil de Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA :

1º. CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero de  Familia de Pereira, el 15 de julio de 2016, en el proceso instaurado por Diana María Jiménez Hernández contra Adriana Ossa Jaramillo, en calidad de heredera determinada del señor Armando Ossa Sosa, y contra los demás herederos indeterminados del mismo difunto, excepto el ordinal séptimo que SE REVOCA. 

2º Costas en esta instancia a cargo de la demandante, a favor de la parte demandada, las que se liquidarán en la forma indicada por el artículo 366 del GGP por el juzgado de primera sede, previa fijación de las agencias en derecho en este Tribunal. 
Por su pronunciamiento oral, las decisiones anteriores quedan notificadas en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se da por terminada.

Los Magistrados, 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 

DUBERNEY GRISALES HERRERA

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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